TUTELA  1ª  INSTANCIA  N°   044
                                  RADICADOS: 660012204000201800217
ACCIONANTES: DIEGO F. CARO. Y OTRO
CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CARACTERÍSTICAS / LA RESPUESTA DEBE SER OPORTUNA, CLARA, CONCRETA Y DE FONDO.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. (…)

Ha de entenderse entonces, que se presenta vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración. (…)

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela y lo informado por el mismo accionante Diego Caro, las Fiscalías 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá y 50 Especializada contra las Violaciones de Derechos Humanos no han dado respuesta aún al derecho de petición presentado en septiembre 24 de 2018, y aunque las delegadas Fiscales en la respuesta al traslado de la tutela manifestaron haber contestado la solicitud, se tiene que dichas comunicaciones no resuelven de fondo su pretensión.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (07) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 980
                                                 Hora: 9:30 a.m.
1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por los ciudadanos DIEGO FERNANDO CARO RODRÍGUEZ y MARÍA LUZ DARY RODRÍGUEZ, contra la Fiscalía General de la Nación, y sus fiscales 47 delgado ante el Tribunal Superior de Bogotá y 26 de Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, respectivamente, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Lo narrado por los accionantes en el escrito de tutela se puede sinterizar así: (i) en ejercicio de la garantía constitucional dispuesta en el artículo 23 C.N., elevaron solicitud de información y entrega de copias documentales ante la Fiscalía General de la Nación y sus fiscales 47 delegado ante el Tribunal Superior de Bogotá y 26 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario; (ii) la petición fue recibida por la entidad en septiembre 24 de 2018; (iii) lo requerido en la solicitud no está sometido a reserva legal; y (iv) la entidad superó el término de ley sin dar respuesta de fondo.
Pide la protección del derecho fundamental de petición y se ordene a las entidades accionadas dar una respuesta de fondo, clara, precisa y coherente a cada una de las pretensiones contenidas en la solicitud elevada. 
3.- ACTUACIÓN PROCESAL
3.1.- Esta Corporación corrió traslado de la acción constitucional a las Fiscalías accionadas, las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:
- La Fiscal 50 Especializada de Bogotá indicó que asumió los procesos de la Fiscalía 26 Especializada, toda vez que dicho despacho fue suprimido. En lo que atañe al asunto objeto de petición procedió a realizar las labores tendientes a establecer la ubicación del proceso No 1653, ya que se encuentra inactivo por resolución inhibitoria de diciembre 20 de 2014. 
El expediente se encuentra en las oficinas del archivo central, razón por la cual el pasado 18 de octubre solicitó el desarchivo de los once cuadernos que conforman la investigación. Una vez agotado el anterior trámite se dará respuesta a la petición incoada.

Señaló que no ha abandonado el término procesal para dar respuesta a la petición, como quiera que de manera diligente ha realizado las actividades necesarias para proceder a contestar la solicitud. 

Advirtió que las diligencias se encuentran bajo reserva legal, y solo quien acredite la condición de parte y haya sido reconocido dentro de la misma como tal, tendrá acceso a la información del proceso.
Libró comunicación dirigida a los señores DIEGO CARO y MARÍA RODRÍGUEZ con el fin de informar el trámite que se ha agotado por parte de la Fiscalía, e indicó que una vez cuente con el expediente dará respuesta a la petición.

- La Fiscal 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá informó que el derecho de petición fue radicado internamente en el sistema Orfeo bajo el No 20186111013932 de septiembre 24 de 2018. Como quiera que los peticionarios remiten un solo documento pero dirigido a tres dependencias diferentes, el documento llegó inicialmente a la Oficina del Fiscal General de la Nación y solo hasta octubre 05 de 2018 el despacho recibió la petición.

Una vez realizada la respectiva verificación y análisis, se libró la respuesta mediante oficio 1159 de octubre 23 de 2018, y fue remitida a la dirección indicada por los peticionarios, incluido el correo electrónico.

Igualmente corrió traslado de la petición a la Dirección Especializada contra Violaciones a los Derechos Humanos para que allí den respuesta en relación con las investigaciones realizadas en la jurisdicción ordinaria.

Por lo anterior, el hecho materia de tutela se encuentra superado, y en consecuencia solicita se niegue el amparo constitucional deprecado.

- La Coordinadora de Conceptos y Asuntos Constitucionales de la Fiscalía General de la Nación señaló que las Fiscalías 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá y 50 Especializada contra las Violaciones de Derechos Humanos –encargada de los procesos de la suprimida Fiscalía 26 adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario-, son las dependencias competentes para conocer las solicitudes de las partes e intervinientes sobre procesos de su conocimiento.

Los referidos despachos fiscales son los encargados de atender el derecho de petición de los señores DIEGO CARO y MARÍA RODRÍGUEZ. Delegados que ya dieron respuesta.
No existe legitimación por pasiva para el caso del señor Fiscal General de la Nación, toda vez que no es de su competencia las investigaciones relacionadas en el derecho de petición, y por consiguiente solicita la desvinculación del presente trámite de tutela.

Pide se niegue las pretensiones de los accionantes por hecho superado. 

3.2.- En octubre 31 de 2018 el accionante DIEGO CARO presentó un escrito por medio del cual informa que la Fiscalía 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá no entregó los documentos que fueron requeridos y solo remitió una fotografía o fotocopia de un CD, pero no el disco compacto en físico con la información. Por tanto, no existe una respuesta de fondo y congruente con su petición.

En relación con la respuesta recibida por la Fiscalía 50 Especializada de Bogotá señaló que dicho despacho no precisó cuándo entregaría la información y si efectivamente lo haría. Advirtió que en los aludidos procesos se encuentra acreditada su calidad de víctima.

Reiteró su solicitud para que se ampare el derecho constitucional deprecado en la acción de tutela.  
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación al derecho fundamental de petición de los accionantes; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna.
En el presente caso, los ciudadanos DIEGO CARO y MARÍA RODRÍGUEZ concurrieron ante el juez constitucional con el fin de lograr que por parte de las Fiscalías 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá y 26 adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario –hoy Fiscalía 50 Especializada-, respectivamente: (i) se respondiera la petición por medio de la cual solicitó copias de los expedientes No 1653 y 20175800054371; (ii) se informara los despachos judiciales que conocieron de las investigaciones; (iii) se le suministrara copia de toda la información relativa a las distintas instancias de investigación judicial y administrativa, y (iv) se indicara si otros despachos fiscales conocieron estos asuntos.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces, que se presenta vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

En cuanto al primer aspecto, es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con el núcleo esencial de éste, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los asuntos que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición planteada. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante en la labor que el legislador está llamado a realizar, con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que emplea la Constitución para fijar los elementos constitutivos de este derecho
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” En la sentencia SU-975/03 la H. Corte Constitucional precisó que el término de 15 días aplica también para la resolución de recursos frente a los actos administrativos que definen reconocimientos pensionales.

Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En este evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además de las razones que la llevan a no responder a tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cuál es la respuesta de fondo
.

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela y lo informado por el mismo accionante DIEGO CARO, las Fiscalías 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá y 50 Especializada contra las Violaciones de Derechos Humanos no han dado respuesta aún al derecho de petición presentado en septiembre 24 de 2018, y aunque las delegadas Fiscales en la respuesta al traslado de la tutela manifestaron haber contestado la solicitud, se tiene que dichas comunicaciones no resuelven de fondo su pretensión
.
La Fiscalía 50 Especializada de Bogotá informó que había emitido un comunicado a los accionantes en el cual les informaba que para proceder con una respuesta de fondo al derecho de petición era necesario esperar el desarchivo del expediente como quiera que se encontraba inactivo, sin embargo, dicha repuesta no satisface por completo lo requerido por los señores DIEGO CARO y MARÍA RODRÍGUEZ, y si bien el despacho Fiscal todavía no cuenta con el proceso, la realidad enseña que no indicó cuánto tardaría dicho trámite, y no puede quedar la solicitud de los accionantes suspendida en el tiempo.

De otro lado, la Fiscalía 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, si bien emitió una respuesta, el actor advirtió que la misma no es de fondo, como quiera que le remitieron solo la fotocopia de la carátula de un CD
, pero no el disco compacto en físico con la información respectiva. 
En tan particulares condiciones, para esta Colegiatura no cabe duda que las actuaciones de los dos despachos fiscales no permiten sostener por ahora que ya se superó la vulneración al derecho fundamental de petición del que son titulares DIEGO CARO y MARÍA RODRÍGUEZ, por cuanto no se ha emitido una respuesta de fondo.

Así las cosas, se amparará el derecho fundamental de petición; y, como consecuencia de ello, se ordenará a las Fiscalías 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá y 50 Especializada contra las Violaciones de Derechos Humanos, por intermedio de sus delegados, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia procedan a emitir una respuesta de fondo respecto de la solicitud presentada en septiembre 24 de 2018, es decir, contestando cada uno de los interrogantes de la solicitud, y en los puntos donde no sea posible acceder a lo requerido se señale el criterio legal correspondiente. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición, del que son titulares DIEGO CARO y MARÍA RODRÍGUEZ.
SEGUNDO: SE ORDENA a las Fiscalías 47 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá y 50 Especializada contra las Violaciones de Derechos Humanos, por intermedio de sus delegados, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia procedan a emitir una respuesta de fondo respecto de la solicitud presentada en septiembre 24 de 2018, es decir, contestando cada uno de los interrogantes de la solicitud, y en los puntos donde no sea posible acceder a lo requerido se señale el criterio legal correspondiente. 

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Por ejemplo, en la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.


� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.


� Ver folios 62, 63 y 64


� Ver folio 53
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